
de los pisos, sinj también la exacta composición centesimal de 
cada diferente clase o tipo de piso a fin de que la Aduana, 
habida cuenta de tal declaración y de las comprobaciones que 
estime conveniente realizar (entre ellas, la extracción periódica 
de muestras para su análisis por el Laboratorio Central de 
Aduanas), pueda autorizar el libramiento de la correspondiente 
hoja de detalle.

— No obstante lo anterior, considerando la enorme gama de 
productos exportables, la Aduana exportadora (previa petición 
del interesado, que habrá de aportar muestras de las diferentes 
clases o tipos de pisos y por cada número de calzado exportable, 
con expresión de las exactas composiciones centesimales y pesos 
netos unitarios, y bajo compromiso formal de indicar a dicha 
Aduana, con la antelación suficiente, las posibles variaciones), 
queda facultada a admitir, por cada concreta composición cente. 
simal de los pises, mediante agrupación de los diversos números 
que integren una determinada clase de calzado, promedios, 
simples o ponderados.

Quinto.—Se otorga esta autorización por ur período de dos 
años, a partir de la fecha de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado», debiendo el interesado, en su caso, solicitar la 
prórroga con tres meses de antelación a su caducidad y ad­
juntando la documentación exigida por ia Orden del Ministerio 
de Comercio de 24 de febrero de 1976.

Sexto.—Los países de origen de la mercancía a importar 
serán todos aquellos con los que España mantiene relaciones 
comerciales normales. Los países de destino de las exporta­
ciones serán aquellos con los que España mantiene asimismo 
relaciones comerciales nórmale o su moneda de pago sea 
convertible, puliendo 'a Dirección General de Exportación si 
lo estima oportuno autorizar exportaciones a los demás países.

Las exportaciones realizadas a partes del territorio nacional 
situadas fuera del área aduanera también se beneficiarán del 
régimen de tráfico de perfeccionamiento activo en análogas 
condiciones que las destinadas al extranjero.

Séptimo.—El plazo para la transformación y exportación en 
el sistema de admisión temporal no podrá se: superior a dos 
años si bien para optar por primera vez a este sistema habrán 
de cumplirse los requisitos establecidos en el “punto 2.4 de :a 
Orden ministerial de la Presidencia- del Gobierno de 20 de 
noviembre de 1975 y en el punte 6.° de la Orden del Ministerio 
de Comercio de 24 de febrero de 1976.

En el sistema de reposición con franquicia arancelaria el 
plazo para solicitar las importaciones será de un año a partir 
de la fecha de las exportaciones respectivas según lo estableci­
do en el apartado 3.6 de la Orden ministerial de la Presidencia 
del Gobierno de 20 de noviembre de 1975.

Las cantidades de mercancías a importar con franquicia 
arancelaría en el sistema de reposición a que tienen derecho 
las exportaciones realizadas podrán ser acumuladas en todo 
o en parte sin más limitación que el cumplimiento del plazo 
para solicitarlas.

En el sistema de devolución de derechos el plazo dentro del 
cual ha de realizarse la transformación o incorporación y ex­
portación de las mercancías será de seis meses.

Octavo.—La opción del sistema a elegir se hará en el mo­
mento de la presentación de la correspondiente declaración 
o licencia de importación en la admisión temporal y en el mo­
mento de solicitar la correspondiente licencia de exportación 
en los otros dos sistemas. En todo caso deberán indicarse en' 
las correspondientes casillas tanto de la declaración o licencia 
de importación como de la licencia de exportación que el titu­
lar se acoge al régimen de tráfico de perfeccionamiento activo 
y el sistema elegido, mencionando la disposición por la que se 
lo otorgó el mismo.

Noveno.—Las mercancías importadas en régimen de tráfico 
de perfeccionamiento, activo así como los productos terminados 
exportables quedarán sometidos al régimen fiscal de inspección.

Diez.—En el sistema de reposición con franquicia arancelaría 
y en el de devolución de derechos, las exportaciones realizadas 
por cada una de las firmas desde la fecha que a continuación 
y respectivamente se detallan:

— «José Poveda Romero» (12 de noviembre de 1980).
— «Adech Internacional S. A.» (12 de noviembre de 1980). 
— «Calzados Leo S. A.» (23 de diciembre de 1980).
— «Calzados Rodes S. L.» (23 de diciembre de 1980).
— «Bat-Man S. L.» (23 de diciembre de 1980).
— «Calzados Ibáñez S. L.» (5 de febrero de 1981).
— «Fisther S L.» (7 'de abril de 1981).
— «Juan José Sánchez Agulló S. L.» (7 de abril de 1981).
— «Hamper S. L.» (7 de abril de 1981).
— «Mantoli S. L.» (7. de abril de 1981).
— «Manuel Macla Bri S. L.» (7 de abril de 1981).
— «Francisco Lloréns Vicente» (20 de mayo de 1981).
— «Agullo’s, S. A.» (20 de mayo de 1981),

hasta la aludida fecha de publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» podrán acogerse también a los beneficios correspon­
dientes siempre que se hayan hecho constar en la licencia de 
exportación y en la restante documentación aduanera de des­
pacho la referencia de estar en trámite su resolución. Para 
estas exportaciones los plazos señalados en el articulo anterior 
comenzarán a contarse desde la fecha de publicación de esta 
Orden en el «Boletín Oficial del Estado».

Once.—De conformidad con lo previsto en el apartado 1.5 
de la Orden de la Presidencia del Gobierno de 21 de noviembre

de 1975 («Boletín Oficial del Estado» del 24)' y en el apartado 
quinto de la Orden ministerial de z4 de febrero de 1976 se 
autoriza la cesión del beneficio fiscal a favor de un tercero en 
el sistema de reposición, siempre que el cesionario sea el sujeto 
pasivo del Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos 
jurídicos documentados regulados por la Ley 32/1980, de 21 de 
junio («Boletín Oficial del Estado» del 27), ah t.ipo impositivo 
previsto en el apartado b) uno del artículo séptimo.

Doce.—Está autorización se regirá en todo aquellos relativo 
a tráfico de perfeccionamiento y que no esté contemplado en ia 
presente Orden ministerial por la normativa que se deriva de 
las siguientes disposiciones:

— Decreto 1492/1975 («Boletín Oficial del Estado» número 
165).

— Orden de la Presidencia del Gobierno de 20 de noviembre 
de 1975 («Boletín Oficial del Estado» número 282).

— Orden del Ministerio de Hacienda de 21 de febrero de 
1976 («Boletín Oficial del Estado» número 53).

— Orden del Ministerio de Comercio de 24 de febrero de 
1976 («Boletín Oficial del Estado» número 53).

— Circular de la Dirección General de Aduanas de 3 de 
marzo de 1976 («Boletín Oficial del Estado» númerc 77).

Trece.—La Dirección General de Aduanas y la Dirección 
General de Exportación dentro dé sus respectivas competen­
cias adoptarán las medidas adecuadas para ia correcta aplica­
ción y desenvolvimiento de la presente autorización.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid 27 de noviembre de 1981.—P. D. (Orden de 11 de 

abril de 1981), el Director general de Exportación, Juan María 
Arenas Uría.

Ilmo. Sr. Director general dé Exportación.

29178 ORDEN de 30 de noviembre de 1981 por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 25 de mayo 
de 1981 en el recurso contencioso-administrativo 
número 305.946/1980, interpuesto contra resolución 
de este Departamento de fecha 9 de junio de 1978 
por la «Compañía Hispana, S. A.».

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
305.946/1980, en única instancia ante la Sala Tercera del Tri­
bunal Supremo, entre la Compañía «Hispana, S A », como de­
mandante y la Administración General del Estado como de­
mandada, contra resolución de este Ministerio de fecha 9 de 
junio de 1978, sobre pena convencional por incumplimiento de 
contrato, se ha dictado con fecha 25 de mayo de 1981 sentencia 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos que estimando el recurso contencioso interpuesto 
por la representación legal de la-Entidad "Compañía Hispana, 
Sociedad Anónima", contra la resolución dictada por el Director 
general de Comercio Interior, Comisario general de Abasteci­
mientos y Transportes, de veinticuatro de febrero de mil nove­
cientos setenta y ocho, confirmada en alzada por la de nueve de 
junio de mil novecientos setenta y ocho, debemos declarar que 
las mismas no están ajustadas a derecho, anulándolas en conse­
cuencia, procediendo la devolución a dicha Entidad recurrente, 
por el Organismo Administrativo indicado, la cantidad de ciento 
catorce mil seiscientas cuarenta pesetas, todo ello sin hacer 
expresa condena en cuanto a las costas en este recurso.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo orevisto en el artículo 105 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de fe­
cha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de noviembre de 1981.—P. D. (Orden ministerial 

de 10 de abril de 1981), el Subsecretario de Economía, José En­
rique Garcia-Roméu y Fleta.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Economía.

29179 ORDEN de 30 de noviembre de 1981 por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 15 de julio 
de 1981, en el recurso contencioso-administrativo 
 número 41.339, interpuesto contra la resolución de 
este Departamento de fecha 27 de junio de 1978 
por la Compañía «Transáfrica, S. A.».

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
41.339 ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional entre la Compañía «Transáfrica, Socie­
dad Anónima»; oomo demandante, y la Administración Gene-' 
ral del Estado, como demandada, contra resolución de este


